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a vocera del Centro para la Paz y los Derechos 
Humanos de la Universidad Central de Venezue-
la es la socióloga y docente Josbelk González. 
Ella, junto a un grupo de profesionales, sabe que 
el desarme es un tema muy amplio; por eso han 
trabajado desde la perspectiva de los derechos 
humanos, apuntando a tres líneas de acción: 
normativa, preventiva e institucional. Con vistas 
a las elecciones del 26-S, quieren incidir en la 
agenda legislativa. Detectaron que, en materia 
de seguridad ciudadana, la mayoría de la nor-
mativa se relaciona con drogas y con el área 
policial; sin embargo, el desarme no ha tenido 
la atención dada a las otras dos esferas. Hay un 
proyecto de ley de desarme y control de muni-
ciones, aprobado en primera instancia en enero 
de este año. 

Así, la idea es hacer campaña, conformar una 
plataforma de sociedad civil aglutinada que pre-
sione para que la comisión de Seguridad y De-
fensa dentro de la AN escuche y tome en cuenta 
estos diez puntos fundamentales que se encuen-
tran en el manifiesto (ver documento anexo). 

Rodríguez dice que la intención es darle visi-
bilidad al tema y revisar el propio concepto de 
desarme. “El desarme no puede ser redistribuir 
porte de armas entre la población, sino que la 
sociedad civil con armamento sea la excepción; 
además, consolidar una cultura del desarme ba-
jo la consigna tener un arma no es sinónimo de 
seguridad”. No es un operativo sino una políti-
ca. Hay que construir una plataforma de asocia-
ciones contra el desarme para presionar sobre 
actores con poder de decisión. “Es positivo que 
la AN haya asumido el tema pero la gente debe 
estar más vinculada; aunque no puede pedírse-
le que asuma este tipo de procesos. Es cuestión 
del Estado”.

Una cosa importante: no deben fomentarse 
desde el Estado procesos de capacitación para 
el uso de armas de fuego por parte de la socie-
dad civil. “Eso no es posible. Las armas deben 

Manifiesto por el desarme, a la Asamblea Nacional

Una política sostenida en el tiempo

El Centro para la Paz y los Derechos Humanos  

de la Universidad Central de Venezuela ha presentado 

un documento de diez puntos fundamentales  

para hacer que la política del desarme apunte y arrope 

a toda la población, no sólo a los que delinquen  

con armas de fuego
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estar en manos de los cuerpos de seguridad del 
Estado, para lo cual debe haber un protocolo y 
una normativa”. Muchas veces se piensa que son 
los delincuentes los que están armados; pero se 
trata de un desarme de la ciudadanía en general, 
porque hay una respuesta que viene dada por 
la gente que cree que, ante los niveles de inse-
guridad existentes, debe proveerse de un arma 
como medida de protección. 

Manifiesto por el desarme  
y la defensa de la vida

Nosotros, el conjunto de personas y organi-
zaciones abajo firmantes, reunidos en el Encuen-
tro Internacional de Constructores de Paz, rea-
lizado en la ciudad de Caracas el sábado 29 de 
mayo de 2010: 

Considerando la necesidad de una política in-
tegral de seguridad ciudadana desde una pers-
pectiva de derechos humanos que incorpore el 
desarrollo de acciones en las áreas institucional, 
preventiva y normativa, entendiendo por ésta úl-
tima la adecuación del marco jurídico tanto a las 
necesidades para la prevención o represión del 
delito y la violencia, como para el desarrollo del 
procedimiento penal o la gestión penitenciaria.

Reconociendo que las principales experiencias 
exitosas en la prevención del delito y la procura 
de mayores niveles de seguridad ciudadana en 
América Latina se vinculan con el trabajo en es-
pacios locales sobre factores que posibilitan la 
reproducción de la violencia, destacándose entre 
ellos el uso de armas de fuego.

Considerando que las armas constituyen uno 
de los principales factores de riesgo y precipi-
tantes de la inseguridad ciudadana, al incremen-
tar la violencia y letalidad de los conflictos tra-
mitados por medios no pacíficos.

Reconociendo la presencia de armas, espe-
cialmente de fuego, en la mayoría de los acon-
tecimientos violentos y situaciones de inseguri-
dad ciudadana que se viven en el país.

Advirtiendo que actualmente se encuentra en 
discusión un proyecto de ley para el desarme y 
control de municiones (aprobado en primera 
discusión el 28 de enero de 2010), lo que pro-
picia y abre mayores espacios para nuestra inci-
dencia en la agenda legislativa. 

Manifestamos la necesidad de:
1. Unir esfuerzos para visibilizar y posicionar el 

tema del desarme como aspecto de máxima 
importancia en la construcción de paz en Ve-
nezuela, el cual debe ser parte de una políti-
ca integral de seguridad ciudadana.

2. Solicitar a la comisión de Defensa y Seguridad 
de la Asamblea Nacional, abrir un espacio de 
debate con organizaciones de derechos huma-
nos, comunidades y la sociedad civil en gene-
ral para dar a conocer el proyecto de ley de 
desarme y control de municiones que ha sido 
aprobado en primera discusión, en virtud de 
que –y a pesar de haber abierto el periodo de 
consulta previsto en el artículo 211 de la Cons-
titución de la República Bolivariana de Vene-
zuela– éste aún resulta muy poco conocido y 
debatido entre organizaciones comunitarias.

Respecto al contenido del proyecto de ley
3. Reafirmar la importancia de procesos partici-

pativos en la sociedad venezolana, recalcando 
que en modo alguno ello puede suponer la 
delegación de funciones del Estado en materia 
de seguridad ciudadana, específicamente en 
el registro y labores de desarme de la ciuda-
danía. Ello conduce a repensar el papel otor-
gado a los consejos comunales en el proyecto 
de ley.

4. La importancia de examinar la noción de de-
sarme que subyace a la propuesta aprobada 
en primera discusión, considerando que ella 
debe apuntar −desde nuestra perspectiva− a 
la relevancia de que la población civil no esté 
armada, promoviendo la formación de con-
ciencia de desarme. En este sentido se debe 
precisar que:

	 •	La	tenencia	de	un	arma,	la	posesión	de	un	
arma, no significa mayores niveles de seguri-
dad para quien la detenta. De hecho, las es-
tadísticas apuntan en sentido contrario. Un 
arma no es sinónimo de seguridad.

	 •	La	organización	y	desarrollo	de	labores	de	
registro de las armas que se encuentran en el 
país en manos de la población civil no supo-
ne el desarrollo de procesos de promoción 
para la tenencia de armas. El objetivo es de-
sarmar a la población haciendo que los civiles 
que detenten armas de fuego sean excepcio-
nales y deban estar debidamente reglamenta-
dos en atención a un marco legal preciso y 
claro al respecto.

	 •	Prohibir	que	desde	el	Estado	se	fomenten	
programas, procesos de formación y/o capa-
citación en el uso de armas de fuego a la po-
blación civil.

5. Considerar elementos presentes en las con-
venciones internacionales en materia de de-
rechos humanos relativas a la fabricación, co-
mercio y uso de armas de fuego suscritas por 
Venezuela en el diseño de la ley1.

6. Precisar en el proyecto de ley con mayor clari-
dad el órgano y las competencias operativas, 
administrativas y presupuestarias para adelantar 
una política de desarme como iniciativa de 
máxima importancia que no debe confundirse 
con un operativo, sino ser sustentada en el tiem-
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po, y que −reafirmamos− debe integrarse en 
una política integral de seguridad ciudadana.

7. Destacar la máxima relevancia de los procesos 
de difusión de información, promoción del 
desarme y sensibilización de las personas, por 
lo que consideramos que deben ser abordados 
con mayor atención. Los medios de comuni-
cación juegan un papel importante, mas no 
exclusivo, en virtud del impacto que pueden 
tener. 

8. Las armas recuperadas por los cuerpos de se-
guridad y autoridades competentes deben ser 
destruidas inmediatamente (a menos que es-
tén incursas en procedimientos de investiga-
ción penal) en atención a procesos también 
normados. No queremos canjear armas, pues-
to que los resultados obtenidos en otras ex-
periencias han sido muy precarios y en oca-
siones hasta contraproducentes.

9. Consideramos que debe brindarse atención 
especial a espacios como las escuelas, para 
consolidarlos como ambientes libres de armas. 
Manifestamos nuestra preocupación e interés 
por adelantar estudios que permitan diseñar 
normas amparadas en el absoluto respeto a 
los derechos humanos para impedir el ingreso 
de armas de fuego en ambientes escolares. 

10. Manifestamos nuestra preocupación por las 
víctimas de las armas de fuego, tanto de quie-
nes fallecen por el impacto de balas, como 
por quienes quedan lesionados en forma va-
riable, así como sus familiares. En este sentido, 
consideramos de máxima importancia adelan-
tar estudios sobre la situación de quienes se 
ven afectados a fin de garantizar su debida 
atención. 

11. Una política de desarme de la ciudadanía de-
be ser acompañada con un control muy es-
tricto de las armas de fuego y municiones de 
uso exclusivo y custodia por parte de los cuer-
pos de seguridad del Estado, para aumentar 
la credibilidad y confianza de los ciudadanos 
en las instituciones públicas. 

Respecto a la participación ciudadana
12. Nos comprometemos a fomentar la reflexión 

a partir de estrategias pedagógicas, simbólicas, 
comunicacionales y procesos de participación 
social, sobre la problemática que generan las 
armas de fuego. De igual manera, nos com-
prometemos a contribuir en los procesos 
orientados al cambio de la mentalidad cultu-
ral frente al porte y tenencia de armas, favo-
reciendo una cultura ciudadana basada en  la 
resolución pacífica de conflictos.

13. Finalmente, proponemos implementar un 
plan piloto de desarme ciudadano, en algún 
espacio focal concreto (barrio, parroquia, mu-
nicipio, ciudad o estado) con la participación 
de las autoridades públicas respectivas y la 
movilización social de diferentes actores (co-
munidades, ONG, iglesias, etcétera.), como 
base para la creación de un plan nacional de 
desarme.

Convencidos de que Hablando se entiende la 
gente, manifestamos nuestro interés y compro-
miso por el desarme y la vida.

Caracas, 29 de mayo de 2010

OrganizaciOnes prOpOnentes
Centro para la Paz y los Derechos Humanos 

de la Universidad Central de Venezuela / Fun-
dación Centro Gumilla / Cáritas de Venezuela / 
Fe y Alegría / CESAP / AVEC / AVESOC

Este documento es refrendado por otras or-
ganizaciones y personas a través de la web: 
www.gumilla.org/desarme

nOtas

1  Como el Convenio interamericano contra la fabricación y el 
tráfico lícito de armas de fuego, municiones, explosiones y otros 
materiales relacionados aprobado por el Estado venezolano según 
Ley publicada en G.O. N° 37.217 del 12 de junio de 2001 y el 
Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícito de armas de 
fuego, sus piezas y componentes y municiones, que complemen-
ta la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia 
organizada transnacional, aprobada en G.O. N° 38.138 del 10 de 
mayo de 2005.
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